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El Colectivo Migración y Derechos Humanos de la República Dominicana presenta a la opinión 

pública un balance de los seis meses transcurridos desde la implementación y profundización de 

medidas migratorias por parte del Gobierno del presidente Luis Abinader. En este período, 

documentamos un deterioro sostenido de las garantías fundamentales de un estado de derecho, sectores 

económicos y productivos con necesidad de mano de obra extranjera afectados, retrocesos 

institucionales que debilitan la calidad democrática y decisiones sanitarias que comprometen la salud 

pública. 

 

Estas conclusiones se sustentan en denuncias de organizaciones nacionales e internacionales de 

derechos humanos, así como en datos oficiales del Banco Central y declaraciones públicas de 

autoridades migratorias. El Colectivo reafirma que una política migratoria ordenada, segura y regulada,  

no puede construirse a costa de la dignidad humana ni del Estado de derecho, y debe orientarse a la 

regularización, la formalización laboral y la cohesión social.  

 

Violaciones de derechos humanos y corrupción institucional 

Durante estos seis meses se han incrementado las denuncias de detenciones arbitrarias, deportaciones 

colectivas caracterizadas por malos tratos y abusos, en las que personas migrantes son desposeídas de 

sus pertenencias y recursos, extorsionadas y víctimas de violaciones extremas, incluidas violaciones 

sexuales, negligencias ante mujeres parturientas y sus recién nacidos, además de detenciones en 

condiciones que afectan su salud y que han llegado a provocar muertes en el marco de operativos 

migratorios aun no esclarecidas. Diversos pronunciamientos de organizaciones internacionales han 

urgido al Estado dominicano a detener prácticas discriminatorias y a garantizar el debido proceso, el 

principio de no devolución y la protección de niños, niñas y adolescentes; a quienes además se les ha 

vulnerado el derecho a su protección, educación y salud. 

 

Como Colectivo nos vemos en la necesidad de señalar que la Dirección General de Migración (DGM), 

en lugar de gestionar la situación con criterios de legalidad, transparencia y eficiencia, ha agravado la 

crisis mediante operativos opacos que, según testimonios recibidos, propician circuitos de corrupción: 

cobros para evitar deportaciones, para reingresar tras expulsiones y otras exacciones, en ocasiones con 

la participación de agentes estatales. Estas prácticas erosionan la confianza pública y exponen al país 

a cuestionamientos internacionales, dañando su imagen y credibilidad. 

 

Retrocesos institucionales y uso discrecional de espacios públicos 

En el plano político-institucional, denunciamos el uso discrecional de espacios de diálogo como el 

Consejo Económico y Social (CES), con modificaciones metodológicas que distorsionan su 

composición y finalidad, debilitando la arquitectura de participación legítima. El Gobierno debe 

garantizar reglas claras, previsibles y participativas, sin vetos de facto ni exclusiones indebidas, para 

que el abordaje de la migración responda al interés público y no a cálculos coyunturales. 

 



Reclamamos controles democráticos efectivos sobre las decisiones en materia migratoria y de 

seguridad fronteriza. La conducción de la política migratoria no puede convertirse en un nicho para 

prácticas discrecionales ni para restringir derechos de población migrante y dominicana. La 

transparencia, la rendición de cuentas y la sujeción a estándares internacionales son condiciones 

indispensables.  

 

Impacto económico: contracción de sectores estratégicos 

El sector construcción, altamente dependiente de mano de obra migrante, registró una variación 

interanual de -2.3 % en el período enero-junio de 2025, según el Banco Central. Esto contrasta con el 

mismo período de 2024, cuando la economía creció 5.1 % y la construcción 4.9 %, consolidándose 

entonces como motor del crecimiento nacional. Esta caída ha obligado al Ejecutivo a reformular el 

Presupuesto y elevar el gasto de capital para impulsar obra pública, pero tales medidas no bastan si no 

se acompañan con reglas que permitan contratar mano de obra regularizada y reducir la informalidad.  

 

El enfriamiento de la construcción se transmite al resto de la economía a través de encadenamientos 

productivos (cemento, acero, transporte, servicios), afectando empleo e ingresos. La experiencia 

internacional y regional muestra que la formalización de trabajadores migrantes incrementa la 

productividad, la recaudación y la estabilidad sectorial. Sin vías de regularización funcionales, el país 

pierde competitividad y profundiza la precariedad laboral, con efectos negativos en inversión y 

crecimiento futuros.  

 

Salud pública y derechos sexuales y reproductivos 

Alertamos que el protocolo migratorio en hospitales, implementado este 2025, ha tenido impactos 

disuasorios sobre la demanda de servicios de salud por parte de población migrante, con caídas 

registradas de hasta 67 % en atenciones, según datos oficiales difundidos tras su entrada en vigor. 

Organizaciones de derechos humanos han advertido que exponer a las personas a la posibilidad de 

deportación tras recibir atención viola el derecho a la salud y pone en riesgo la salud colectiva. 

 

Nos preocupa especialmente el acceso a la vacunación infantil y la continuidad de atenciones a mujeres 

embarazadas, parturientas y puérperas. Cualquier protocolo que desaliente la búsqueda de servicios o 

que derive en aprehensiones durante el embarazo, el parto o el puerperio contraviene estándares de 

derechos humanos y salud pública, con lo que además va a aumentar la tasa de mortalidad materna e 

infantil poniendo en riesgo las mejoras del país en el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenibles. Llamamos a alinear las medidas con el principio de acceso universal y con las metas de 

inmunización sostenidas por las autoridades sanitarias y organismos internacionales.  

 

Políticas migratorias con rasgos neoesclavistas 

En la última semana, la Dirección General de Migración informó que evalúa incluir en los documentos 

de residencia la zona geográfica y el sector laboral donde las personas extranjeras estarían autorizadas 

a trabajar y transitar, con el objetivo de impedir desplazamientos no autorizados. Esta restricción 

territorial y funcional, que autoridades vinculan a disposiciones de la Ley 285-04, nunca aplicadas de 

este modo en planes anteriores, lo que es violatorio del artículo 41 de la Constitución Dominicana 

establece en el que “toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho 

a circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia” (art.12, párrafo 1 del Pacto 

Internacional de Derechos civiles y políticos de 1966, ratificado por RD). Esta medida pretendida de 



las autoridades migratorias limitaría la movilidad interna de quienes cuenten con permisos de trabajo 

o residencia temporal, abriendo la puerta a vínculos laborales de alta dependencia y control, 

incompatibles con la libertad de circulación y con principios básicos del derecho laboral.  

 

El Colectivo advierte que atar el permiso de trabajo a un territorio y a un sector específico reproduce 

lógicas de servidumbre moderna, reduce el poder de negociación de las personas trabajadoras y puede 

facilitar abusos, retención de documentos, amenazas de denuncia y represalias patronales. Una política 

así no solo degrada la calidad democrática y el Estado social de derecho; también desincentiva la 

movilidad laboral eficiente, clave para cubrir vacantes donde se necesitan, y termina afectando 

productividad, salarios y aportes a la seguridad social. 

 

La DGM como obstáculo operativo y de imagen país 

La acumulación de errores operativos, trámites restrictivos y expulsiones masivas ha generado cuellos 

de botella que afectan a empleadores, trabajadores y familias. Aunque la Dirección General de 

Migración ha insistido ante los medios de comunicación en reportar supuestas mejoras de control y 

emisión de documentos, el énfasis en medidas punitivas por encima de la regularización ha ampliado 

la informalidad y la vulnerabilidad, a la vez que expone al país a escrutinio internacional.  

 

A ello se suma el espacio que ocupan prácticas corruptas en interdicciones y deportaciones, que abren 

mercados ilegales de pagos para evitar expulsiones o reingresos, con presunta participación de agentes 

policiales y militares, además de civiles. El Estado debe investigar y sancionar estas prácticas, 

fortalecer los registros migratorios y transparentar el gasto asociado a operativos, garantizando 

trazabilidad, control externo y auditoría social. 

 

Propuestas para una política migratoria justa, ordenada y productiva 

• Enfoque de derechos y debido proceso: garantizar identificación, información, defensa y recursos 

efectivos; prohibir deportaciones colectivas y perfilamiento racial; proteger a niñas, niños y 

adolescentes, así como a mujeres gestantes de cualquier forma de criminalización o aprehensión 

en servicios de salud.  

• Regularización laboral y seguridad social: habilitar vías ágiles para contratación formal en 

construcción, agricultura y trabajo doméstico; desvincular el estatus laboral de un territorio o 

empleador específico; promover inspección laboral y canales de denuncia seguros. 

• Gestión sanitaria basada en acceso universal: revisar el protocolo hospitalario para eliminar 

disuasiones y riesgos de deportación post-atención; asegurar vacunación sin barreras para 

población infantil y grupos de riesgo; coordinar con el Ministerio de Salud Pública y la 

Organización Panamericana de la Salud para coberturas sostenidas.  

• Transparencia y control institucional: publicar costos, criterios y evaluaciones de impacto de las 

medidas; someter la política migratoria a deliberación plural y sin vetos en espacios 

institucionales; fortalecer el registro migratorio interoperable con protección de datos. 

 

Solo una política humana, organizada y sostenible permitirá construir una República Dominicana más 

justa y segura, en la que todas las personas, migrantes y dominicanas, puedan vivir y trabajar con 

dignidad, contribuyendo de manera formal al desarrollo nacional. 

 

Sobre el Colectivo Migración y Derechos Humanos (CMDH) 



El Colectivo agrupa a personas y organizaciones comprometidas con promover una migración segura 

y ordenada, basada en los derechos humanos. Abogamos por un proceso de regularización que 

reconozca y fortalezca los aportes de la población migrante y por una política migratoria humana y 

sostenible que reduzca la informalidad, mejore la productividad y eleve los estándares democráticos 

del país. 


